El Pais, 10 de octubre, 2004
SEGUN SE CALCULA, HUBO 30.000 CASOS DE DISIDENTES TORTURADOS POR LA DICTADURA CHILENA
Afirman que la tortura fue una política sistemática de Pinochet 
Lo dice un informe oficial. Niega así la tesis militar de que se trató de casos aislados. 
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La tortura a los disidentes fue una política de Estado durante la dictadura de Augusto Pinochet y no un producto de "excesos" de algunos oficiales, como lo han afirmado históricamente las instituciones militares. Esa es la principal conclusión de una comisión especial nombrada por el gobierno, que contabilizó la existencia de unos 30.000 casos de tortura tras el golpe de Estado de 1973.

El trabajo, que será conocido oficialmente el mes que viene, estableció que después de la DINA —la policía represiva de Pinochet— y del ejército, la armada fue la institución que más violó los derechos humanos durante la dictadura (1973-90), según algunos fragmentos del estudio publicados ayer por los diarios La Nación y El Mercurio.

El informe complica aún más a Pinochet, quien en una entrevista en noviembre negó lo que llamó "excesos" y culpó de los crímenes a "subalternos que actúan y que ahora se quedan callados". Según el estudio, en el ejército "se aplicó tormentos en cada cuartel y regimiento de regiones de sur a norte". El dictador enfrenta actualmente dos procesos: uno por evasión fiscal sobre cuentas secretas de entre 8 y 15 millones de dólares; y otro por su responsabilidad en el Plan Cóndor, la red contra los disidentes políticos montada por las dictaduras de la región en los 70.

Pero además, de acuerdo a los analistas, lo decisivo del informe es que termina por derribar la tesis militar de que sólo hubo casos aislados de tortura.

La Comisión fue creada en septiembre del año pasado por el presidente Ricardo Lagos. El estudio establecerá parámetros para una "reparación" económica simbólica a quienes sobrevivieron a las torturas.

El grupo oficial, que preside el obispo católico Sergio Valech, se centró —a diferencia del Informe Rettig, de 1991— no en la muerte y desaparición de personas sino en apremios ilegítimos cometidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.

Medios escritos de Santiago coinciden en que el texto dará a conocer crudas historias de unos 30.000 chilenos que fueron torturados, entre las que se cuentan apremios a bebés para hacer hablar a sus madres, y que se entregarán detalles de los más de 1.200 centros de detención ilegales que hubo a lo largo de Chile.

Según El Mercurio, el informe "mostrará mapas de recintos de torturas" en todo el país, y "describirá lugares emblemáticos como La Esmeralda (el buque-escuela de la armada)". La armada siempre ha negado que ese lugar hubiese funcionado como un centro de torturas, pero cada vez aparecen más testigos que relatan crueles abusos a bordo.

Las fuerzas armadas participaron durante diez meses en una "mesa de diálogo" con civiles, que concluyó en el año 2000 con un informe en el que reconocieron los asesinatos y torturas cometidos por militares, pero negaron que se hubiera tratado de una política de Estado.

La dictadura dejó un saldo oficial de 3.065 opositores muertos. Hay aún 1.200 personas que figuran en una lista de detenidos—desaparecidos. Los militares dieron a Lagos nombres de 200 muertos, con la precisión de que los cuerpos de 151 fueron lanzados al mar y los 49 restantes, enterrados en fosas clandestinas.

